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ante la Organización de los Estados Americanos
MP 94



La Misión Permanente de la República Argentina ante la Organización de los Estados Americanos presenta sus atentos saludos a la Misión Permanente del Brasil en su carácter de Presidencia del Grupo de Trabajo encargado de elaborar un Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y toda forma de Discriminación e Intolerancia, y tiene el agrado de acompañar  los comentarios del Gobierno argentino respecto del Anteproyecto contenido en el documento CP/CAJP 2357/06.



La Misión Permanente de la República Argentina ante la Organización de los Estados Americanos reitera a la Misión Permanente del Brasil las seguridades de su más distinguida consideración.






Washington D.C. 1° de noviembre  de 2006

AGREGADOS:

       Lo mencionado.

A la Presidencia del GT encargado de Elaborar un Proyecto

de Convención Interamericana contra el Racismo y toda Forma

de Discriminación e Intolerancia

Misión Permanente del Brasil

Washington D.C.
COMENTARIOS DEL GOBIERNO DE LA REPUBLICA ARGENTINA AL GRUPO DE TRABAJO ENCARGADO DE ELABORAR UN PROYECTO DE CONVENCION INTERAMERICANA CONTRA EL RACISMO Y TODA FORMA DE DISCRIMINACION E INTOLERANCIA
El Gobierno de la República Argentina valora y agradece el enorme esfuerzo del Gobierno de la República Federativa de Brasil de elaborar este primer Anteproyecto como documento de base para el debate y la negociación de las líneas directivas de un instrumento interamericano en este tema.
En el orden de ideas anterior, el Gobierno de la República Argentina formulará una serie de comentarios que sólo tienen en mira maximizar los esfuerzos en pro de una convención regional que, al igual que las que ya integran el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, eleve los niveles de protección en esta área en el continente.

1.
Hasta ahora, el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH) no cuenta con un instrumento regional que proteja contra el racismo y la discriminación. Por ello, la norma especial común en la región es la Convención Internacional para la Eliminación de Toda Forma de Discriminación Racial (CERD) que vincula a 32 de los 34 estados miembros de la OEA. Por lo tanto, en la búsqueda de estándares que superen los del CERD, cualquier proyecto debe considerar que su  piso  está dado por las disposiciones de la convención mundial. 

2.
La conclusión anterior se refuerza a la luz de la práctica del SIDH cuyas normas son ora precursoras en un tema como es el caso de la Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas o la de Belém do Pará para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer ora más exigentes en el nivel de protección de los derechos como es el caso de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. El tema que ahora nos convoca ha sido  -como se ha señalado más arriba -  objeto de regulación en el ámbito universal y casi todos los Estados Miembros de la OEA son Estados Partes, de ahí que la tarea que ahora se acomete deba necesariamente apuntar a consagrar estándares más elevados de protección.

3. 
Como se ha señalado en otras ocasiones, v.g. en el contexto de la elaboración de una convención sobre discapacidad en el ámbito de la ONU,   la República Argentina entiende que la reescritura de los derechos humanos de los que toda persona es titular y que se encuentran consagrados o protegidos en normas en vigor es contraproducente ya que, invariablemente, tiende a acotar el ámbito de aplicación de las normas de que se trata debido a que, por ejemplo, las transcripciones no son literales. Por ello, la Argentina entiende que no conduce a una mayor protección la inversión de esfuerzos de negociación y de redacción en la reiteración de derechos que no es dado desconocer ni convencional ni consuetudinariamente.

4.
Las formulaciones amplias permiten interpretaciones dinámicas que actualizan el contenido de las normas de derechos humanos y específicamente en el SIDH esto ha sido puesto de manifiesto por la Corte IDH (Corte IDH, Caso Bámaca Velásquez, sentencia de 25 de noviembre de 2000, Serie C N°70, #197; Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, Opinión Consultiva OC-17/02, de 18 de agosto de 2002, Serie A N°17, #28). Por este motivo, la Argentina entiende preferible que la enunciación de los motivos o causales de la discriminación sea acotada y genérica de modo de propiciar desde los inicios del proceso de negociación de la convención una interpretación dinámica y extensiva, eventualmente aplicable a otras causales ahora no previstas. Este comentario resulta aplicable al párrafo preambular (PP) 3, artículo 1.3.a) y b), 2.i)-iv) etc.

5.
En el mismo orden de ideas de las enumeraciones, parece conveniente que la mención de los instrumentos básicos de derechos humanos sea completa. Por ejemplo, en el PP1 no se ve motivo para no incluir otros instrumentos básicos de alcance universal y regional como la Convención sobre los Derechos del Niño, y la Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW), entre otras. La misma inteligencia debería ser aplicable al PP2 en el que, entre otras cuestiones, se ha mencionado la Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los Derechos Humanos.

6.
El lenguaje de los instrumentos internacionales en el campo de los derechos humanos es   usualmente   el fruto de un largo andar a través de decisiones y resoluciones de los órganos de las organizaciones internacionales, decisiones judiciales y doctrina, entre otros. De este modo, parece preferible no innovar respecto del lenguaje pacíficamente cristalizado, especialmente si lo que se pretende es la asunción de compromisos ciertos por parte de los Estados. Así, por ejemplo, la fórmula “condición infectocontagiosa estigmatizada”, que no ha podido ser ubicada en el léxico de la Organización Mundial de la Salud; “compromiso determinado”  en PP2 o  “conceptos democráticos dinámicos”  en PP3, que suponen adelantar interpretaciones respecto del alcance de los términos. Análogamente, en el PP14 quizás sea conveniente reemplazar el término  “priorizado”  por  “regulado”.

7.
La mención doble o triple de una misma cuestión en el texto de un acuerdo puede generar incomodidades en punto a su interpretación por lo que su pertinencia debería poder ser justificada ampliamente de modo de no conducir a resultados distintos de los buscados en una convención como la propuesta. Por ello, sería conveniente rever la coexistencia de PP3 y PP7, PP8 y PP12, por ejemplo.

8.
La definición de racismo del artículo 1, párrafo 1, deviene la primera en un instrumento convencional de estas características. No se indica su fuente. A este respecto, el Gobierno de la República Argentina entiende que la formulación actual no comprende actos individuales sino en la medida en que constituyan una práctica. Por otra parte, debería reverse su pertinencia ya que, en todo caso, la sola enunciación supone replicar actitudes y mentalidades racistas.

9.
La definición de discriminación del artículo 1, párrafo 2 a) innova respecto de la consta en la Convención internacional en cuanto reemplaza el  resultado  por el  objetivo,  lo que supone cubrir también las acciones tentativas que no llegan a concretarse. En todo caso, el formato adoptado es el que han seguido el artículo 1.1 del CERD y el artículo 1 de la CEDAW. Cabría analizar la conveniencia de emplear un formato semejante al de la Declaración de Durban de 2001 que contempla agravantes. 

10. 
Las medidas referidas en el artículo 1, párrafo 2 b) y párrafo 4, como medidas especiales de protección deberían ser confrontadas con la más amplia y adecuada de las formulaciones generalmente aceptadas, esto es, la del artículo 1.4 del CERD. También deberían tomarse en cuenta ciertas salvaguardias que están en la mencionada norma del CERD respecto de la temporalidad de las medidas, entre otras.

11.
Las nociones de discriminación directa e indirecta del artículo 1, párrafo 3, apartados a) y b), incursionan en elementos tales como la razonabilidad y dan así una versión de conceptos que la jurisprudencia y la práctica han acuñado desde hace años y los someten a un ámbito de negociación, lo que es impropio.

12.
La propuesta noción de intolerancia del artículo 1, párrafo 5, es tan amplia que puede comprender actos delictivos y otros discriminatorios que no lo son. 

13.
El artículo 1, párrafo 6, precisa una noción de  proyecto de vida  que en su parte inicial se corresponde con la que brinda la Corte IDH en la sentencia de reparaciones en el caso Loayza Tamayo, párrafo 148. Sin embargo, se estima que se trata de un concepto que resulta alcanzado por la discriminación, de allí que se lo analice en el ámbito de las reparaciones. En el orden de ideas de su inclusión cabría también definir  dignidad  que, probablemente, sea el primer concepto que sufra los efectos de la discriminación.

14.
En la inteligencia del Anteproyecto, el artículo 2 debería dedicarse a señalar los deberes del Estado. En los primeros incisos   i) a iii)   se contempla la expresión no protegida según las normas del artículo 20.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 13.5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. La enunciación de conductas del artículo 2, apartados iv) a xxiv) podría continuarse. En esa tesitura no hay límite a la enunciación.

15.
El artículo 3 reescribe el artículo 24 de la Convención Americana, el 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos  y el artículo 5.a) del CERD. De su formulación no se infiere necesariamente que contemple un nivel de protección mayor.

16.
El artículo 4 enuncia una serie de derechos que están garantizados en otros instrumentos internacionales universales y regionales de carácter más general,  siguiendo el orden de ideas del artículo 5 de la Convención Internacional, pero no respeta ningún criterio que pueda inferirse razonablemente de ello. Además en el apartado xxvii) utiliza el término  “menor”  en lugar de  “niño”  lo que resulta incompatible con la filosofía que informa la Convención sobre los Derechos del Niño. Se estima que no resulta necesaria esta enunciación tal como se señalara más arriba.

17.
El artículo 5 comienza con una aplicación concreta de los principios de igualdad y universalidad. Luego formula una declaración de política que, en todo caso, debe encontrar lugar en otra parte del proyecto, por ejemplo en el preámbulo.

18.
El capítulo de Deberes de los Estados merece el mismo comentario que el artículo 2.

19.
El artículo 7, primero del Capítulo V relativo a Mecanismos de Protección, explicita la regla general de competencia de la Comisión y la Corte Interamericanas de Derechos Humanos, señalada, entre otras, en la sentencia sobre excepciones preliminares en el caso de Las Palmeras contra Colombia.

20.
El mecanismo de informes periódicos del artículo 8 supone una reedición de lo previsto en el ámbito de la ONU. De mantenerse así, significa un “cortar y pegar”  que sólo supone dispendio de tiempo y esfuerzo y nulo beneficio. Sin perjuicio de la revisión de los órganos de tratados y de sus mecanismos, no parece razonable reeditar aquí lo que 32 de los 34 estados miembros de la OEA deben presentar al CERD.

21.
El artículo 9 forma parte de las competencias que ya tiene la CIDH según los artículos 41.d) y 42 de la Convención Americana.

22.
El artículo 10 reescribe el artículo 44 de la Convención Americana. Lo mismo sucede en relación con los artículos 11, 12, 13, 14 y 15. De allí que la norma prevista para el artículo 7 cubra holgadamente estos supuestos. 

23.
El artículo 16 refiere a un mecanismo de alerta anticipada aunque remite a la norma del artículo 62 de la Convención Americana que faculta a la CIDH a solicitar a la Corte IDH medidas provisionales por la vía incidental.
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